Poder Judicial de la Nación

Causa nro. 41.021/09


SENTENCIA DEFINITIVA  NRO.   87966                  

CAUSA NRO. 41.021/09

AUTOS:  “CHESSA LUCIANO MARTIN C/IDEAS DEL SUR S.A. Y OTRO S/DESPIDO”
JUZGADO NRO.   37                                                          SALA I         

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los  15   días del mes de   agosto        

                             de 2012, reunida la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y de acuerdo al correspondiente sorteo, se procede a votar en el siguiente orden: 

La Doctora Gloria Pasten de Ishihara dijo:

              I. La sentencia de fs.203/207 y aclaratoria de fs. 209/210  es apelada por la parte actora a tenor del memorial de fs.211/217  la que mereció réplica de la contraria a fs.223/228.

               II. La parte  actora se agravia porque la Sra. Jueza de Grado rechazó  el  reclamo  al considerar que entre las partes no existió un contrato de trabajo por tiempo indeterminado. Manifiesta que efectuó una incorrecta valoración de las pruebas producidas en autos, en especial de la testimonial. Alega que al aplicar la regla iura novit curia realizó un incorrecto  encuadre legal pues en modo alguno existió entre las partes un contrato de trabajo eventual conforme lo prescripto por el art. 99 LCT. En tal entendimiento, solicita  se  revoque el fallo admitiéndose las pretensiones  y condenando a la sociedad demandada.     

              III. Recuerdo que la parte actora invocó la existencia de un contrato de trabajo en los términos de los arts. 21 y 22 LCT. Denunció que ingresó a trabajar a las órdenes  de la demandada Ideas del Sur  S.A. (en adelante Ideas) en enero del 2007 en calidad de Personal de Vigilancia realizando las tareas que describe e incluyendo el cuidado personal del Sr.Tinelli. Por las razones que indica, los días y horarios de trabajo dependían de las necesidades y caudal de compromisos artísticos de la productora por lo que comenzaba su labor aproximadamente alrededor de las 18 hs. También señaló que percibía por dichas tareas la suma de $ 4800 liquidada quincenalmente a través de un interpósito tercero, mediante retiro de un cheque en el Sindicato de Trabajadores del Espectáculo Público y que ante la negativa de la relación laboral el 1/9/09 se consideró despedido  (ver escrito de demanda fs.11/13).

              En cambio, la parte demandada Ideas expresó que el actor prestó servicios como extra bajo el encuadre de las normas convencionales del Sindicato Unico de Trabajadores del Espectáculo Público –en adelante Sutep-  (CCT 524/07) por lo que entiende que la relación quedó enmarcada en la locación de servicios prevista por el art. 1623 del Código Civil. Agregó que sus tareas fueron en calidad de extra y para cumplir servicios puntuales, controlando el orden del público que asistía a presenciar sus programas y/u obras teatrales, es decir como organizador de público. Señaló que el actor estaba inscripto como extra en la bolsa de trabajo que agrupa el sindicato aludido  y que este último lo derivó a la demandada. Por último, que sus servicios eran cancelados por “bolos”  a través del sindicato que le liquidaba al actor y que el vínculo en modo alguno fue de naturaleza laboral.   

              IV. Corresponde entonces dilucidar tal cuestión y para ello he de tener en cuenta el principio de primacía de la realidad y las normas de orden público que atañen a la materia en cuestión. En tal aspecto, discrepo respetuosamente con la decisión adoptada por la Sra. Magistrada de origen. Hago tal afirmación porque en modo alguno considero que la contratación del actor reviste el  carácter de eventual conforme lo previsto por el art. 99 LCT, pues una sola circunstancia descarta de plano que el contrato habido entre las partes pueda ser considerado como tal.  Me refiero a la inexistencia de un contrato por escrito en el que conste con precisión y claridad la causa que lo justifique (conf.art. 90 inc. a) y b) y art. 72 ley 24.013). 

              A  mi modo de ver, en autos existen elementos de prueba suficientes que denotan la configuración de un  vínculo laboral dependiente y que me persuaden en ese sentido. 

              Al respecto señalo que de las declaraciones rendidas por Gerardo Humberto Pralong (fs.131/132), Martín Adolfo Toledo  (fs. 133/135) y  Gustavo Marcelo Toledo (fs. 139/140)  surge que el actor se desempeñó  como vigilador en la emisión de distintos programas que emite Ideas del Sur como ser Show Match,  Casting de la Tele,  El Juego de las Provincias, El Juego de los Famosos, School Musical, Patito Feo, que lo hizo a partir de Enero del 2007, controlando y  observando a la gente que ingresaba, tanto al público espectador como a los artistas cumpliendo funciones tanto en la entrada de Ideas del Sur, en especial en Show Match, como adentro del mismo, cuidando y poniendo orden en las plateas. También custodiaba al Sr. Marcelo Tinelli no sólo en el ámbito de Ideas del Sur sino también en ocasiones que iba a Bolívar a jugar al fútbol o bien cuando concurría a comidas para que nadie lo molestara.  Asimismo, surge de dichas declaraciones que quien le daba órdenes al actor era el Sr. Marcelo Costal, jefe de seguridad, que dependía de Ideas del Sur a la vez que Hoppe y Prada o Tomasini también eran quienes impartían ordenes ya que eran productores ejecutivos. Que por dichas tareas percibía de parte de Ideas del Sur una suma de alrededor de $ 4.500, aunque lo hacía por intermedio de SUTEP, Sindicato de Trabajadores del Espectáculos Público y Afines de la República Argentina.

              De los testimonios aludidos sólo fue impugnado el Sr. Pralong (v.fs. 143). Sin embargo, las manifestaciones vertidas por la demandada resultan insuficientes para enervar la declaración del mencionado, pues se ha limitado a sostener la falta de idoneidad en un juicio pendiente en su contra, circunstancia que en modo alguno alcanza para descalificarlo, en todo caso, sólo requiere que su análisis sea realizado con mayor detenimiento. En orden a ello, evaluadas las declaraciones testimoniales antes reseñadas  a la luz de la regla de la sana crítica (conf.art. 90 L.O. y 386 CPCCN) observo que todos han sido compañeros de trabajo, con conocimiento directo de la realidad laboral del actor, sus dichos lucen concordantes y han descripto las circunstancias de modo, tiempo y lugar, razones que me conducen a otorgarles suficiente fuerza probatoria  a los fines de corroborar las alegaciones efectuadas en la demanda.

              En consecuencia, quedó debidamente acreditado que Ideas del Sur requería los servicios del actor,  que lo incorporó como vigilador y controlador de las personas, inclusive de los artistas que participaban de distintos programas que producía  para cumplir así adecuadamente con el objeto social  (conf.art. 5 LCT) brindando una mayor seguridad a las personas y bienes del lugar.  Así, los testigos antes mencionados, reitero, han sido precisos y concordantes en sus declaraciones y aseguran que el actor  se desempeñaba en el carácter indicado cumpliendo jornadas a partir de las 18 hs. sin un horario fijo de salida, todo ello,  convenido a priori. Además, quedó corroborado que por prestar dichos servicios percibía  una suma de dinero,  retribución que no puede ser captada sino como una remuneración (conf.art. 103 LCT y 115 LCT) y sin que se le extendiera ningún tipo de recibo.

               De los elementos reseñados surge en forma clara que el actor prestó servicios para la demandada y como es evidente, permite presumir la existencia de un contrato de trabajo en los términos del art. 21 y 22 LCT , sin que exista prueba que la desvirtúe (conf.art. 23 LCT)  pues la accionada lejos está de haber acreditado que el actor se desempeñó en calidad de “extra”, que realizaba prestaciones puntuales, que percibía  determinados bolos de acuerdo a lo establecido por el CCT Nº 524/07, en definitiva, que tal prestación lo era en virtud de un contrato de locación de servicios en los términos del art. 1623 del Código Civil.

             Ello así, pues para que se configure la locación de servicios, debe existir un locatario con una organización o empresario independiente, con una estructura autónoma. Pero además, en el caso de autos, la accionada debió acompañar el instrumento a través del cual habría formalizado el aludido contrato (conf.art. 1193 del Código Civil), lo que no hizo. La locación de servicios aludida no quedó demostrada, en cambio, el actor demostró la existencia de las notas típicas de la relación de dependencia que se requiere para la configuración de un contrato de trabajo en los términos del art. 21 y 22 LCT y cabe agregar que no sólo realizaba la custodia de artistas sino también del público en general, mantenía el orden como así también fuera de dichos espectáculos cuidaba que nadie se acercara al Sr. Marcelo Tinelli, presidente de la sociedad demandada.

               Por otra parte, si bien la demandada no aportó mayores datos para determinar si las tareas del actor podían ser consideradas como de “extra”  pues únicamente se avino a señalar genéricamente que  encuadraban en el CCT 524/07, y que como tal tenía derecho a que se le abone bolos (v. fs. 35 vta. de la contestación de demanda), señalo  que del art.3° de la norma colectiva que contempla el ámbito de aplicación personal, no surge en modo alguno que el actor pudiera ser considerado en el carácter pretendido,  pues no reúne las características que la norma contempla. 

               En efecto,  dicha norma en lo pertinente y en su primer párrafo,  prevé  que la CCT será de aplicación a “…los extras que se desenvuelvan en la actividad de televisión abierta, quedando comprendidos como tales aquellos que forman parte de la puesta en escena artística de un programa, con o sin marcación de movimientos, sean comunes y/o especiales. También pertenecen (….)  quienes trabajan detrás de cámara, formando parte de distintas exteriorizaciones –aplausos,risas- en forma individual o colectiva (…). El segundo párrafo del art.3° refiere que “Resultan incluidos en esta actividad las personas cuyo desenvolvimiento está vinculado y cuenta con una conexidad directa con la actividad de los extras ….” A lo cual se agrega la definición que contempla el art.8° apartado 8.3. en el sentido que se encuentran incluidos en la convención y como extra, quienes “…desenvolviendo un rol de conexidad con el producto artístico que se lleva a cabo, resultan representados por el SUTEP…”.  Sin embargo, de acuerdo a las tareas cumplidas por el actor, tal relación no quedó acreditada. 

               Ello así, pues  tal como señalé anteriormente,  quedó acreditado que  el actor realizaba tareas de seguridad y vigilancia tanto del público como de los artistas que participaban en distintos programas de la productora Ideas del Sur, por ende el argumento invocado por la demandada en orden a que el actor se encontraba registrado como extra en una bolsa de trabajo que administraba el SUTEP quien proveía a tales extras a las distintas productoras de televisión o que  era “organizador de público”,  carece de sustento fáctico y jurídico. 

              En concreto, el actor prestó servicios de seguridad  en el ámbito de la demandada, aunque excepcionalmente cuando lo hizo en el programa de Patito Feo se desempeñó en exteriores en forma ininterrumpida, pues existió continuidad en su labor, más allá de que atento la naturaleza de la actividad de los programas en los que debía realizar la custodia pudo haber tenido algunas interrupciones,  percibiendo a cambio una suma de dinero, aunque  por intermedio de SUTEP, retribución que, reitero,  no puede ser entendida sino como una remuneración (arts. 103 LCT y 115 LCT).

              A mayor abundamiento, del  informe emitido por SUTEP (v. fs. 171/175)  del cual se deriva la existencia de ingresos a favor del actor, conforme las planillas de pago que se acompañan, por los períodos comprendidos entre Septiembre 2007 y Octubre de 2009,  da cuenta de que el actor se hallaba inscripto en una bolsa de trabajo y la intervención del sindicato en  el pago de la remuneración que debía realizar directamente Ideas del Sur, pero ello –ante la realidad constada-  no obsta a lo señalado  precedentemente ni a la existencia misma del contrato de trabajo ni modifica las conclusiones precedentes.  Muy por el contrario, de éstas surge que el actor prestó servicios en forma regular por lo menos en el período informado (Septiembre/2007 y Octubre/2009.).

              Por último, corresponde señalar que  nada aportó la solitaria declaración de Daniel Osvaldo León –fs. 138/139, propuesto por la parte demandada, frente a las concordantes declaraciones de los testigos aportados por la parte actora, dado que, ni siquiera veía trabajar al actor, sólo  refirió ser el tesorero y que el actor era un extra describiendo el modo en que se liquidaban los bolos por intermedio del SUTEP. En tales condiciones  mal podría saber acerca de la existencia o no de un contrato de trabajo. 

               Con los elementos hasta aquí reseñados y teniendo en cuenta que  la relación de trabajo es un contrato “realidad”, así llamado para indicar que lo determinante son los hechos tal como se dan y no lo que las partes quieren decir de la relación o sus denominaciones o formas que adopten para poner un velo sobre lo realmente ocurrido, concluyo que, comprobada la prestación de servicios y vista la continuidad de la prestación del accionante mediante el pago de una retribución periódica, su desempeño a las órdenes de la demandada como vigilador a favor de su empleador e inserto como engranaje en una empresa ajena, revela la existencia de una verdadera relación de naturaleza laboral (art. 21 y cctes. LCT). 

              Resuelta la vinculación jurídica que existió entre las partes, resta señalar que la negativa del empleador de la relación laboral y a que se regularizara el vínculo, constituyó injuria suficiente en los términos del art. 242 de la L.C.T. que impidió su prosecución. En consecuencia, la decisión adoptada por el actor al considerarse despedido el 1/9/2009, ha sido  legítima (ver CD de fs. 7, reconocido a fs. 35) y resulta acreedor a las indemnizaciones derivadas de la ruptura. (arts. 232, 233 y 245 LCT). 

              V. Ahora bien, de acuerdo a lo señalado anteriormente, y como el  contrato de trabajo no fue registrado,  corresponde aplicar la presunción legal prevista en el artículo 55 de la Ley de Contrato de Trabajo, en tanto no ha sido desvirtuada por prueba en contrario. En consecuencia, tendré por cierta  la fecha de ingreso invocada en la demanda (1/2007), la remuneración ($ 4.800 mensuales) y la fecha en que se extinguió el vínculo laboral (1/9/2009). 

              Cabe destacar en orden a la remuneración devengada, teniendo en cuenta los antecedentes expuestos, las tareas realizadas por el actor de acuerdo a la categoría y responsabilidad aquí reconocidas, el salario vital mínimo vigente a la época  y los salarios de la actividad, que la denunciada por la suma de  $ 4.800 resulta verosímil y es la que consideraré a los fines de esta propuesta como la  mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida, la que encuentro razonable dada la índole e importancia de las tareas efectivamente cumplidas.(arts.56 y 114 LCT). 

              Asimismo, debo señalar que ésa es la suma que también tomaré en cuenta a los fines del cálculo de la indemnización por antigüedad. Hago esta aclaración porque la parte actora  denunció a los fines del cálculo de la indemnización prevista por el  art. 245 LCT  que la mejor  remuneración fue la perteneciente al mes de marzo por la  suma de $ 8.739,00 (v. fs. 12/vta.). Sin embargo, si bien los testigos hicieron referencia a que el actor al desempeñarse en Patito Feo percibía una remuneración mayor dado que se desempeñaba en exteriores- $ 9.000 o $ 10.000–, lo cierto es que  no quedó acreditado que la misma fuera habitual. 

              VI. Resta ahora evaluar si se encuentran reunidos los recaudos formales y de temporalidad  previstos en el art. 11 de la ley 24.013 y entiendo que en el caso de autos el actor cumplió pero parcialmente.  Así, observo que cursó la intimación prevista en el inc. a) del art. 11 de la ley 24.013 para que se registre debidamente la relación laboral mediante carta documento de fs.  3, reconocida por la contraria a fs. 35.   Sin embargo, no se encuentra  cumplido el recaudo previsto en el inc. b) de esa norma, pues la misma apelante reconoce que la comunicación a la Afip la remitió extemporáneamente (v.  CD de fs. 4) y que no puede ser soslayado bajo pretexto de considerarse u mero cumplimiento formal como lo pretende el apelante.      

              Por tales razones y no encontrándose cumplido el recaudo que exige el inc. b) del art. 11 Ley 24.013 en legal tiempo y forma, el que por cierto es acumulativo al previsto por el inc. a) de esa misma normativa, se impone el rechazo del reclamo con fundamento en el art. 8 Ley 24.013.   

              En cambio, corresponde admitir el reclamo con fundamento en el art.15 de la Ley  24.013 porque el actor se consideró despedido, entre otros incumplimientos, por la falta de registración de la relación laboral dentro de los dos años de efectuada la intimación que prevé el inc. a) del art. 11 de la ley 24.013, pues la falta de remisión de la comunicación aludida a la Afip en el plazo de ley no obsta a su procedencia (conf. CSJN in re  “Di Mauro Jorge c/Ferrocarriles Metropolitanos y otros s/despido” de 31/5/05).  Dicha multa será calculada de acuerdo a los alcances previstos en la norma y a la doctrina del fallo Plenario Nº 302 del 19-10-2001, dictado por esta Cámara en los autos “Palloni Manuela H. c. Deformed S.A. s. despido”, que dispuso incluir la suma prevista en el art. 233, 2do. párrafo de la LCT.  

              VII.  De las constancias de la causa surge que el actor  intimó oportunamente a la demandada (ver fs. 7 reconocida por la  empleadora –ver fs. 35-) para que le abonara las indemnizaciones correspondientes. Ante la respuesta negativa se vio obligado a iniciar las presentes actuaciones. En consecuencia, resulta procedente el incremento establecido por el art. 2° de la Ley 25323. 

              VIII. En orden al reclamo de la multa del art. 80 LCT considero que se encuentran cumplidos los recaudos legales para su procedencia. 

              Así, el actor procedió a requerir la entrega de los certificados previstos en dicha norma el 7/9/2009 (v. CD de fs. 8) reconocida a fs. 35. Si bien no había transcurrido el plazo de 30 días contados a partir de la extinción del vínculo laboral (1/9/09), lo cierto es que  habida cuenta que la demandada negó la relación laboral, resulta evidente su falta de intención de entregar los certificados previstos en el art. 80 de la L.C.T., lo que tornó innecesario la remisión de una nueva intimación luego de transcurridos los treinta días de la ruptura como lo exige el art. 3º del decreto 146/01 y, en tal inteligencia,  la multa resulta procedente. 

              IX. En orden a los rubros salariales reclamados corresponde mantener la condena al pago del salario del mes de Agosto del 2009 por la suma de $ 4.800, pues llega firme a esta Alzada. Asimismo procede el reclamo del Sac perteneciente a 2007/2009 porque la sociedad accionada no acompañó constancia que acredite su pago  (conf.art. 138 y cctes. LCT). 

               En cambio,  no corresponde receptar el reclamo en concepto de  vacaciones del año 2007/2008 toda vez que la parte actora no manifestó en el escrito de demanda que las hubiere gozado, pues las mismas no son compensables en dinero aunque corresponde admitir las proporcionales al año en que se produjo la extinción del vínculo laboral (arts. 162 y 156 LCT).    

              X. De acuerdo a lo señalado en los considerandos que preceden, corresponde  diferir a condena los siguientes rubros: 1) Indemnización art. 245 LCT: $14.400, 2) Indemnización sustitutiva de preaviso + Sac: $ 5.200; 3) Salario de 1 día del mes de Septiembre/09 más sac  $173,33; 4) Integración del mes de despido + Sac: $5.026; 5)Salario mes de Agosto/2009: $4800; 6) Art. 2º ley 25.323: $ 12.313; 7) Multa Art. 80 LCT: $14.400; 8) Art. 15 Ley 24.013:$24.626; 9) Sac.2007:$ 4.800; 10): Sac/2008: $4.800; 11) Sac 1er. Sem/2009: $2.400; 12) Sac. prop. 2do. Sem/2009: $800; 13) Vacaciones Proporcionales  2009:$2.688, lo que  totaliza la suma de $ 96.426,33.  

              Estas sumas devengarán intereses  desde que cada una de ellas fue debida y hasta su efectivo pago y se aplicará la tasa dispuesta en origen, que llega firme a esta Alzada.                                                         

              XI. De acuerdo a lo resuelto en el considerando X  de este decisorio, corresponde modificar en lo principal el fallo elevando el monto de condena de acuerdo a los  créditos y montos detallados que proceden a la suma de $ 96.411 (incluye la condena de origen por el mes de Agosto/09)  con más los intereses allí dispuestos. Asimismo, corresponde mantener la  condena dispuesta en origen al codemandado Marcelo Hugo Tinelli.  

              XII.  De conformidad con lo dispuesto por el art.. 279 LCT CPCCN, corresponde emitir un nuevo pronunciamiento en materia de costas y honorarios y dado que no observo que existan razones objetivas atendibles que me permitan apartarme de la regla general establecida en el art. 68 del CPCCN, propicio imponer las primeras en ambas instancias a la codemandada vencida  Ideas del Sur S.A. y manteniendo las dispuestas en origen respecto del codemandado Marcelo Hugo Tinelli.   

              Sugiero se regulen los honorarios de la  representación y patrocinio letrado de la actora,  codemandados Ideas del Sur S.A.,   Marcelo Hugo Tinelli y perito contador en el 16%, 12%, 12%  y 8%, respectivamente (conf.art. 38 L.O., 1, 3, 6, 7, 8 y 19 ley 21.839 e inc. b) y g) del art. 3 del decreto 16.638/57.

              Los honorarios por la representación y patrocinio letrado de la parte actora y demandada Ideas del Sur S.A. por los escritos dirigidos a esta Cámara, deberían ser regulados en el 30% y 25% respectivamente  de los que les fueron establecidos a cada uno por su actuación en la instancia anterior (art 14 ley 21.839).

              XIII.  Por lo expuesto, propongo en este voto: 1) Modificar en lo principal la  sentencia apelada elevando el monto de condena a la suma de $  96.426.33 y confirmarla en lo demás que decide; 2) Costas y honorarios de acuerdo a lo dispuesto en el considerando XII; 3) Atento a lo normado en el art. 46 de la Ley 25345, comunIquese  a traves de la Secretaria  del Juzgado de origen a la AFIP.    

El Doctor Vilela dijo: 

              Por análogos fundamentos adhiere al voto que antecede.

              A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, SE RESUELVE: 1) Modificar en lo principal la  sentencia apelada elevando el monto de condena a la suma de $  96.426.33 y confirmarla en lo demás que decide; 2) Costas y honorarios de acuerdo a lo dispuesto en el considerando XII; 3) Atento a lo normado en el art. 46 de la Ley 25345, comunIquese a traves de la Secretaria del Juzgado de origen a la AFIP.    

                                  Regístrese, notifíquese y devuélvase.
 Gloria  M. Pasten de Ishihara 


                              Julio Vilela

        Jueza de Cámara




             Juez de Cámara

Ante mí:

MG





            
Elsa Isabel Rodriguez





                                       
            Prosecretaria de Cámara

En                 de                                       de               , se dispone 

el       libramiento    de                                        cédulas. Conste.       

                                                                                                                Elsa Isabel Rodriguez





                                                      Prosecretaria de Cámara     

 En           de                                               de                  se notifica

 al  Sr. Fiscal General la Resolución que antecede y firma. Conste.  







                            Elsa Isabel Rodríguez 







                          Prosecretaria de Cámara
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